ECUADOR

1. INTRODUCCIÓN 

El Ecuador, está localizado en el continente sudamericano, teniendo como límites al norte Colombia y al sur Perú, tiene una población que asciende a 13´993.081 habitantes, (INEC)
, El índice de personas con discapacidad se encuentra en el 12,14% de la población total del país. En sus inicios la atención a las personas con discapacidad ha sido tratada como una molestia a la sociedad y se lo brindaba prácticamente de manera forzosa y de caridad, con el pasar de los años a partir de los años 50 se ha ido tecnificando, y ha dejado de ser una acción de supervivencia y ayuda a través de las asociaciones de padres de familia de personas con discapacidad e instituciones privadas, que prestaban su ayuda a estas personas dando un primordial sitial a la solidaridad, la beneficencia y sobre todo ayuda entre los mismos familiares. 
No es sino, en los años 70 en los que con una visión diferente y dando la cara a los problemas que este grupo de personas tenía, varios organismos públicos asumieron responsabilidades en los campos de la educación, salud y bienestar social, ampliándose la cobertura de atención, la misma que fue fortalecida en la década de los 80 por el impulso de la "Década del Impedido", decretada por las Naciones Unidas.

Con este fin y en procura de dar ayuda necesaria a este grupo de personas con características especiales, el Estado crea las siguientes instituciones:

· 1973 CONAREP - Consejo Nacional de Rehabilitación Profesional, que se encargó de la formación ocupacional e inserción laboral de las personas con discapacidad.
· 1977 se expidió la Ley General de Educación en la que se señala que "la educación especial es una responsabilidad del Estado".
· 1979 Unidad de Educación Especial, creada para la educación de personas con discapacidad.
· 1980 18 de julio, se crea la División Nacional de Rehabilitación en el Ministerio de Salud, encargándose de la organización e implementación de la rehabilitación funcional.
· 1981 a 1984 se amplía la cobertura asistencial con la organización de servicios de Medicina Física y Rehabilitación en casi todas las provincias, que se suman a las ya existentes unidades de rehabilitación de la seguridad social.
· 1982 se expide la Ley de Protección del Minusválido, que crea la Dirección Nacional de Rehabilitación Integral del Minusválido - DINARIM, ésta, reemplaza al CONAREP y es asignada al Ministerio de Bienestar Social para la ejecución de programas y coordinación con las demás instituciones relacionadas con esa actividad. 
· 1992 10 de agosto, entra en vigencia la Ley 180 sobre discapacidades, con ella en su Art. 7, la creación del CONADIS, Consejo Nacional de Discapacidades, quien pondrá en práctica esta Ley. Será el organismo rector en materia de  discapacidades, el mismo que tiene como atribuciones dictar políticas, impulsar y realizar investigaciones, defender los derechos de las personas con discapacidad y coordinar acciones que realicen las instituciones del sector público y privado que son responsables de la prevención de las discapacidades y de la atención e integración de las personas con discapacidad.
 

La atención en ese entonces se amplía, y se lo realizaba por acciones que provienen del sector privado. Una de las instituciones que realizó una gran y fructífera labor y de mayores realizaciones fue el Instituto Nacional del Niño y la Familia - INNFA, con la creación de varios centros de rehabilitación y escuelas de educación especial. Otras organizaciones sociales privadas, y con el reconocimiento del Estado destacaron por su trabajo en beneficio de las personas con discapacidad; y, entre ellas están: ASENIR, FASINARM, SERLI, FUNDACIÓN GENERAL ECUATORIANA, ADINEA, FUNDACIÓN HERMANO MIGUEL, CEBYCAM, FUNAPACE, quienes de una forma solidaria y con fondos provenientes del sector privado han brindado la ayuda a muchas personas con discapacidad.
En los últimos años, muchos de los programas de atención a las personas con discapacidad han sufrido todos los problemas que los anteriores tenían; es decir, falta de aplicación de los programas sociales de ayuda a las personas con discapacidad  y planes de trabajo, por falta de fondos que por razones de crisis económica no se han podido concretar y han tenido que funcionar con presupuestos bajos
.
Sin embargo,  el tema de discapacidades últimamente  ha tomado un rumbo diferente e importante y gracias al apoyo directo del Estado, y en el Gobierno actual específicamente, se ha dado una atención exclusiva, importante y primordial a las personas con discapacidad; es así que,  con el Decreto Ejecutivo Nº. 338 del 23 de mayo de 2007, el Presidente Constitucional del Ecuador, declara y establece como Política de Estado la prevención de discapacidades, la atención y rehabilitación integral de las personas con discapacidad.

El Ecuador, ha firmado y ratificado la Convención de los Derechos de las Personas con Discapacidad y su Protocolo (CDCD) comprometiéndose a cumplir y hacer cumplir el mismo en beneficio de todas las personas que sufren cualquier tipo de discapacidad, su prevención y ayuda. Ecuador es Miembro electo del Comité de la CDPD, y nuestro representante es el señor Germán Xavier Torres Correa, Vicepresidente del Directorio del CONADIS.
Los programas a favor de las personas con discapacidad que el Gobierno ha puesto en marcha son varios, y tienen la factibilidad económica para su realización y conclusión y de provecho exclusivo para este grupo de personas,  grupo de ciudadanos que al fin se sienten incluidos en los diferentes campos de la sociedad y respaldados por las autoridades para que sus derechos sean respetados; y a su vez, como personas que tienen derechos puedan exigir que ellos se cumplan.  
En definitiva, la discapacidad en el país es tratada como Política de Estado, lo cual implica atención preferencial para que estas personas con discapacidad hagan valer sus derechos en concordancia con la normativa nacional e internacional, y los Convenios realizados por el Gobierno con otros organismos e instituciones del Estado. 
1.1. Marco Jurídico general.- 
La normativa existente en el país  es la Ley y Reglamento sobre discapacidades, expedida por el Congreso Nacional y publicada en el Registro Oficial (R.O.) No. 301 de viernes 6 de abril de 2001. El Reglamento General a la Ley de Discapacidades publicada en el R.O. No. 27, de 21 de febrero de 2003
.
Durante, la 61ª sesión de la Asamblea General de las Naciones Unidas, que se realizó el 13 de diciembre del 2006,  y por consenso de sus participantes, se adoptaron los textos de la CONVENCIÓN SOBRE LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD Y EL PROTOCOLO FACULTATIVO; (CDPD)  estos instrumentos fueron suscritos el 30 de marzo del 2007 por el Vicepresidente Constitucional de la República del Ecuador
.
Son 139 los países signatarios de la CDPD, 82 signatarios del Protocolo Opcional, 57 ratificantes de la Convención y 36 ratificaciones del Protocolo, nuestro país ha ratificado los dos instrumentos. Por estar regido por el derecho internacional tiene fuerza vinculante; es decir, que es de obligado cumplimiento para los Estados una vez que lo firman y lo ratifican. La Convención entró en vigor el 3 de mayo de 2008.
La convención, en su conjunto asegura que las personas con discapacidad disfruten de los mismos derechos humanos en todos los campos. Es muy importante destacar que en la historia del Derecho Internacional, es la primera vez que en este siglo es negociado y aprobado por Internet un Tratado. Con estos antecedentes Ecuador se convirtió en el país Nº 20 en ratificar y firmar la CDPD.

Para la aplicación de la convención fue necesario que el Estado tome algunas medidas jurídicas que permitan la aplicación efectiva de la Convención y Protocolo Facultativo, entre las cuales citamos las siguientes:
· Decreto Ejecutivo Nº. 338 del 23 de mayo de 2007, el Presidente Constitucional de la República del Ecuador, declara y establece como Política de Estado la prevención de discapacidades, la atención y rehabilitación integral de las personas con discapacidad.

· Decreto Ejecutivo Nº. 977 del 25 de marzo del 2008, el Presidente Constitucional de la República del Ecuador decreta: ratificar la CDPD y su Protocolo Facultativo;  así mismo ordena para que se proceda a efectuar el depósito del Instrumento de Ratificación ante el Secretario General de las Naciones Unidas, de conformidad con el Art. 41. De la mencionada Convención; la ejecución del presente decreto, entra en vigencia a partir de su publicación en el Registro Oficial.

· Decreto Ejecutivo Nº.  1076 de 12 de mayo de 2008, El Vicepresidente de la República  del Ecuador, en ejercicio de la Presidencia de la República, declaró como Política del Estado Ecuatoriano el Respeto y Protección de los Derechos de las Personas con Discapacidad.

· La Asamblea Nacional Constituyente incluyó en la Nueva Constitución de la República, en el Capítulo Tercero, de los Derechos de las Personas y Grupos de Atención Prioritaria Sección Sexta, Personas con Discapacidad, Art. 47, 48, 49. 

· Decreto Ejecutivo N° 1188 del 7 de julio del 2008, con el cual el Presidente Constitucional de la República, declara el estado de emergencia del Sistema de Prevención de Discapacidades, Atención y Provisión de Ayudas Técnicas e Insumos Médicos, Prestación de Servicios de Salud, Capacitación y Accesibilidad a través del mejoramiento e implementación de infraestructura pública; de igual manera al proceso de Registro e Identificación de las Personas con Discapacidad, y en general, en todos los sectores que trabajan, llevan y ejecutan programas de discapacidad.

· Nombramiento del Sr. Xavier Torres Correa, persona con discapacidad física, representante de las Federaciones Nacionales de personas con discapacidad, quien cumple las funciones de Vicepresidente del Directorio del CONADIS, desde junio del 2004, y ratificado en junio del 2008; además es delegado del Vicepresidente de la República del Ecuador y Presidente nato del  CONADIS. 

· Nombramiento del Sr. Xavier Torres Correa, Vicepresidente del Directorio del CONADIS como representante por el Ecuador, al Consejo de las Naciones Unidas sobre los derechos de las personas con discapacidad, nombrado en el primer periodo de sesiones febrero 2009.
 1.2. Instituciones.-
Organizaciones e Instituciones participantes comprometidas en la Ayuda y protección a las personas con discapacidad: CONADIS, como ente rector y coordinador con las organizaciones e instituciones de las políticas, planes, programas y la ejecución y cumplimiento de los mismos y de la Ley, Federación Nacional de Sordos del Ecuador – FENASEC; Federación Nacional de Ecuatorianos con Limitación Física – FENEDIF; Federación Nacional de Ciegos del Ecuador – FENCE; Federación Ecuatoriana  Pro-Atención a la Persona con Deficiencia Mental – FEPAPDEM; Federación Nacional de Organismos No Gubernamentales para la Discapacidad – FENODIS; Fundación General Ecuatoriana –FGE; Ministerio de Salud Pública; Ministerio del Deporte; Instituto de Seguridad Social de la Policía Nacional – ISSPOL; Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social; Instituto Nacional del Niño y la Familia; Consejo Nacional de Educación Superior – CONESUP; Ministerio de Coordinación de Desarrollo Social; Ministerio de Relaciones Exteriores; Ministerio de Educación; Ministerio de Trabajo y Empleo; Corporación Aduanera Ecuatoriana CAE; Ministerio de Inclusión Económica y Social – MIES; Universidad Técnica del Norte.

1.3.  Planes.-
En el año 1991 se da inicio a los programas de ayuda a las personas con discapacidad, y se inicia con el I Plan Nacional de Discapacidades elaborado por la Comisión Interinstitucional de Análisis de la situación de las Discapacidades en el Ecuador, este instrumento fue aprobado por los Ministerios del Frente Social que funcionaba en ese entonces. En el 2005 se continúa con el II Plan Nacional de Discapacidades y con éste se tiene avances muy destacados, con un Marco Normativo, políticas generales y sectoriales y normativas nacionales de accesibilidad, la creación, estructuración, funcionamiento y consolidación del CONADIS como organismo rector de las discapacidades. En el 2008 el CONADIS diseñó y ejecutó el Proyecto Apoyo a la Gestión Local en el ámbito de las discapacidades,  a través del cual se crearon 90 unidades básicas de rehabilitación en los diferentes municipios del país. En este Gobierno se ha creado el programa ECUADOR SIN BARRERAS, que está bajo la dirección de la Vicepresidencia de la República, y la coordinación del CONADIS.
El CONADIS dentro del Programa del II Plan nacional de prevención de Discapacidades del Ecuador, tiene varios proyectos: Comunicación Social, Información y Sensibilización; Capacitación y Asistencia Técnica; Defensa de Derechos; Accesibilidad al Medio Ambiente, Transporte y Comunicación; Atención a personas con discapacidad en situación de pobreza
.
El CONADIS para la ejecución de los planes y programas, cuenta con una aproximación presupuestaria de $153´575.000 a 10 años, esto es $15´375.500 por año. Dichos planes serán financiados por los recursos que determinen los Ministerios que se encuentran comprometidos en la ejecución del Plan Nacional de Discapacidades, CONADIS, Organismos Seccionales, Ministerio de Finanzas y ONG´S
.
La Vicepresidencia de la República por medio de su delegado y El CONADIS con sus delegados nacionales y provinciales, realizarán actividades de monitoreo mediante visitas a cada uno de los proyectos, con el fin de constatar el avance de los programas. También se realizará un sondeo de opinión a las autoridades locales y personas con discapacidad usuarias del servicio, con el fin de conocer sus criterios, mismos que servirán de termómetro de la efectividad del servicio.

La evaluación de los planes y programas estará a cargo del CONADIS, al final del período la evaluación global de avances y cumplimiento del plan y sus programas lo hará el SENPLADES. 
2. SISTEMAS DE ATENCIÓN A LA DISCAPACIDAD 
2.1. Rasgos generales.- 
PERSONA CON DISCAPACIDAD: Para efectos del cumplimiento de las disposiciones de la ley y el reglamento, se considerará persona con discapacidad a toda persona que, como consecuencia de una o más deficiencias físicas, mentales y/o sensoriales, congénitas o adquiridas, previsiblemente de carácter permanente se ve restringida en al menos un treinta por ciento de su capacidad para realizar una actividad dentro del margen que se considera normal, en el desempeño de Sus funciones o actividades habituales
.

La Convención reconoce que “la discapacidad es un concepto que evoluciona y que resulta de la interacción entre las personas con deficiencias y las barreras debidas a la actitud y al entorno que evitan su participación plena y efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones con las demás”. Asimismo, entiende que “las personas con discapacidad incluyen a aquellas que tengan deficiencias físicas, mentales, intelectuales o sensoriales a largo plazo que, al interactuar con diversas barreras, puedan impedir su participación plena y efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones con las demás”
.  
En el país existen varios tipos y causas de discapacidad entre ellas: enfermedad adquirida, accidente de trabajo, accidente de tránsito, accidente doméstico, accidente deportivo, accidente por violencia, desastres naturales, congénita-genético, problemas en el parto, trastornos nutricionales, problemas visuales,  de movilidad o usar su cuerpo, auditivos, retardo mental, enfermedad psiquiátrica, deficiencia múltiple, problemas de lenguaje.

El índice de discapacidad en el país es muy alto si tomamos en cuenta que la actual población del Ecuador es de 13´993.081 habitantes, de los cuales alrededor del 12.14% es decir, 1.608.334 personas sufren de alguna discapacidad, 184.336 hogares ecuatorianos tienen al menos una persona con discapacidad, el 8% son hogares rurales y el 5% de hogares urbanos. El 8% de hogares de la sierra con al menos una persona que sufra discapacidad; este porcentaje es superior a los porcentajes de la Región Costa 4% y Amazonia 6%. Las provincias con mayor índice de personas con discapacidad son Guayas, Pichincha, Manabí y Azuay, que presentan porcentajes superiores al promedio nacional, mientras que las provincias de la amazonia Napo, Pastaza, Sucumbíos y Orellana presentan porcentajes inferiores a la media nacional. En la Región Amazónica el porcentaje es similar al promedio nacional, pero diez veces inferior a los porcentajes de la Región Costa y Sierra.
Existe mayor número de mujeres que de hombres con discapacidad, cerca de 830.000 es decir 51.6% mujeres sufren de alguna discapacidad, frente al 48,4%, 778.594 hombres con discapacidad. De la población infantil en el Ecuador menor de  5 años con discapacidad representa el 1.4%, de los cuales el 76% tiene alguna deficiencia y el 24% con alguna limitación de actividad. De esta población el 56.7% son niños y el 43.3 son niñas. En otro grupo poblacional de edad de 5 a 40 años el 53% son hombres y el 47% son mujeres. En la población con edades de 41 y más edad, el 54% son mujeres y el 46% son hombres. A partir de estas edades el porcentaje de discapacidad aumenta considerablemente. La población con discapacidad aumenta con la edad, el 33% tiene más de 65 años, mientras que los grupos menores de 40 años el porcentaje máximo llega a 19%.

Para la calificación en el CONADIS, las personas interesadas sean ecuatorianas o extranjeras deberán realizar el trámite personalmente en las unidades calificadoras autorizadas, de acuerdo a lo que establece el Capítulo II de la Ley sobre Discapacidades
. El proceso de carnetización y calificación que realiza el CONADIS, está dirigido a personas con discapacidad, es con el objeto de mantener un registro nacional de discapacidades, entregar su carnet de identificación, que le permitirá acceder a la condición legal de persona con discapacidad. Del universo indicado 1.608.334 de personas con alguna discapacidad, únicamente 330.334 están registradas
. 

El Art. 21 de la Ley Sobre Discapacidades, (LSD) habla de la protección de derechos de las personas con discapacidad, la misma que al sentirse agredida en la forma que fuere, puede ejercer acciones legales, y demandar ante un Juez de lo Civil las providencias preventivas y cautelares a su favor.

En los centros de atención a personas con discapacidad, siendo responsables de su ejecución el CONADIS, INNFA, FENCE, FENASEC, dan la capacitación a personas para la atención de personas con discapacidad auditiva y visual. Estas personas son capacitadas frecuentemente en los centros autorizados por el CONADIS por personal especializado en materia de discapacidades. 

2.2. Centros públicos.-
El CONADIS, con el propósito de velar por la atención a las personas con discapacidad y como órgano rector y coordinador, y con la colaboración de las instituciones comprometidas en el Plan Nacional de Discapacidades, han creado en el país un conjunto de Instituciones que prestan atención y servicios a las personas con discapacidad, estas son: las Comisiones Provinciales, los departamentos provinciales de los Ministerios de Bienestar Social, Ministerio de Educación , Ministerio de Salud y Ministerio del Trabajo, Patronatos Municipales, mismos que dan la cobertura a las personas que la solicitan y están registradas en los registros del CONADIS, mismos que luego de un examen realizado son calificados como discapacitados y obtienen su carné respectivo. Los centros están dotados de personal capacitado y profesionales calificados para prestar la atención oportuna a las personas que lo necesiten.
.
2.3. Colaboración con la sociedad civil y protección social.- 

Existen en el país Organizaciones Privadas, que están dedicadas a brindar ayuda y la prestación de servicios y colaboración a las familias que tienen algún familiar con discapacidad: Fundaciones, Corporaciones, El INFA-Instituto Nacional del Niño y la Familia con centros de rehabilitación en Ibarra, Quito, Portoviejo y Guayaquil, y sus Unidades del Programa de Atención Médico Solidario (PAMS). Estas brindan su apoyo realizando diferentes actividades en las que incluyen a los familiares de las PCD; y, a los mismos discapacitados, con el propósito de que en la medida de lo posible y quienes tengan una discapacidad menor puedan valerse por sí mismos, y además puedan brindar su ayuda a otras personas con mayor discapacidad.
Además existen varias Organizaciones Privadas, formadas de Personas con Discapacidad, (PCD) y por la necesidad de ser atendidos, éstas han sido creadas por un grupo de personas con alguna discapacidad específica: Federación Nacional de Sordos del Ecuador-FENASEC, Federación Nacional de Ciegos del Ecuador-FENCE, Federación Nacional de Ecuatorianos con Discapacidad Física- FENEDIF, Federación Ecuatoriana Pro Atención a la Persona con Deficiencia Mental, Parálisis Cerebral, Autismo y Síndrome de Down-FEPAPDEM
.
El promedio mensual de ingresos Per Cápita en el país es: Quintil 1: $9.93, Quintil 2: $31.23, Quintil 3: $58.69, Quintil 4: 105.3, y, Quintil 5: $2.935.8. La distribución de la pobreza en la población con discapacidad es heterogénea en las distintas provincias del país. En Bolívar, Chimborazo, Carchi, Morona Santiago y Loja viven las personas más pobres y sufren de discapacidad. En las provincias de Bolívar y Chimborazo el 70% de la población está ubicada en los quintiles 1 y 2, es decir tienen los menores ingresos en el país, cuyo ingreso mensual fluctúa entre $0.00 a $30.00 mensuales. Este porcentaje es 20% mayor a la población sin discapacidad ubicada en los mismos quintiles
.

De acuerdo al  compromiso frente a la CDPD, que el país tiene al ser miembro signatario, y con la coordinación del CONADIS con las instituciones responsables de la gestión a favor de las PCD, y en medida de las posibilidades económicas del Gobierno Central y el presupuesto que se destine por parte de las Instituciones y Gobiernos Seccionales, se está poniendo en práctica las  disposiciones que se encuentran en el Art. 29 de la Convención.

3. LIBERTAD DE CIRCULACIÓN.-
3.1. Accesibilidad.- En diciembre de 1998, a petición del CONADIS, el INEN convocó a un grupo de profesionales del país, integrándose en una comisión de trabajo interdisciplinario que elaboró veintidós normas técnicas de accesibilidad al medio físico, entregándose este compendio en agosto del 2000 para su publicación, realizada por el CONADIS
.

La aplicación obligatoria de estas normas, no hace otra cosa que ejercitar la equidad que todos los seres humanos tienen, a acceder en igualdad de condiciones a los servicios públicos y privados que brinda el entorno urbano; a poder caminar y trasladarse sin obstáculos, a circular en el medio físico sin complicaciones, a poder comunicarse libremente, ha recibir y transmitir información.

La publicación de las normas fue el primer paso. El Municipio de Quito incorporó las Normas INEN como Ley Metropolitana de Accesibilidad al Medio Físico en la Ordenanza 051 sobre Discapacidades el 7 de Junio del año 2001; importante acción emulada por la mayoría de Municipios del país. Todas estas acciones de acuerdo a la norma han sido reguladas, socializadas y de cumplimiento obligatorio por cuanto se encuentran enmarcadas en los Códigos de Arquitectura, Ordenanzas sobre Construcciones en los Municipios, Reformas en el pensum Universitario en la formación de profesionales, circunstancias que permitan su efectiva aplicación, así como la sanción a los entes públicos y privados infractores de esta norma fundamental de convivencia ciudadana armónica. 

La movilidad en la ciudad para PCD se ha visto regularizada, puesto que se han construido rampas en las aceras que permitan la libre movilidad sobre todo de las personas que utilizan sillas de ruedas. Los accesos a los centros públicos de acuerdo a las disposiciones emitidas en la Ley, han sufrido cambios radicales y coadyuvan al ingreso sin complicación de las personas en general y de las PCD en particular. 

3.2. Transporte.-
El CONADIS, en enero de 2004 realizó la Convocatoria a la Primera Reunión de Alcaldes, en la ciudad de Quito y que contó con la presencia de representantes de 28 Municipios del país. El tema tratado fue "Supresión de Barreras Urbanísticas, Arquitectónicas y de Accesibilidad al Transporte" dando como resultado el documento denominado "Carta de Quito" que lleva la firma de veinte y seis alcaldes de las ciudades más importantes del Ecuador, no sólo como un compromiso, sino un plan de acción y una política sobre accesibilidad de las ciudades hacia las personas con discapacidad y movilidad reducida
. Las normas emitidas por el INEN son de cumplimiento obligatorio en todo el territorio nacional por parte de las Instituciones públicas y privadas.
3.3. Movilidad personal.-
El CONADIS luego de seminarios y cursos patrocinados en todo el país,  con el fin de dar a conocer los derechos y garantías que todas las personas tenemos, y en este caso especial, las personas con discapacidad,  y gracias a la valiosa colaboración de los Alcaldes de diversas ciudades del país, con el fin de dar una solución a la movilidad de las personas con discapacidad, han emitido ordenanzas sobre esta materia, las cuales permiten que en el entorno físico de la ciudad existan medios apropiados para la movilidad sin complicaciones de estas personas. Se está ejecutando en lo posible todas  las medidas previstas en el Art. 20 de la Convención.
4. EDUCACIÓN, CULTURA Y COMUNICACIÓN.- 
4.1. Derecho a la educación.-
La educación es una necesidad indispensable puesto que  ayuda a la formación, educa, previene, alerta, habilita, involucra e inspira; ayuda a que muchas personas tengan igualdad de oportunidades,  abre muchas puertas y sobre todo dignifica.

Sin distinción de raza, religión o ideología, toda persona tiene derecho a una educación digna, amplia, equilibrada y apropiada. El sistema educativo actual en todos sus niveles es insuficiente frente a la demanda de educandos que están en busca de una oportunidad para acceder a un centro educativo y poder cumplir con sus más caros anhelos, esto es llegar a culminar una carrera, y ser un ente productivo para sí mismo, para su familia y para la sociedad. Tanto los servicios integrados como en los de educación especial son insuficientes, además de los servicios de apoyo, planes de estudio, materiales didácticos y docentes capacitados, en función de las necesidades específicas de las personas discapacitadas.

Muchos son los problemas que existen para que los niños y niñas con discapacidad puedan ingresar a una escuela regular, varios inconvenientes que se suman a la ya dolorosa situación de afrontar una discapacidad y lo engorroso del papeleo y condiciones que interponen las autoridades de los centros educativos, para que puedan ingresar. Esto se complica aún más, por cuanto la mayoría de profesores de estos planteles regulares no están preparados peor aún capacitados para impartir la cátedra a niños que necesitan atención y educación personalizada.

Para dar solución a la problemática de la educación especial, es decir dirigida a personas con discapacidad, en este sector de Educación: la División Nacional de Educación Especial dependiente del Ministerio de Educación, es la instancia técnico administrativa responsable de la educación de niños y jóvenes con discapacidad. Cuenta con 21 departamentos provinciales, 15 centros de diagnóstico y orientación psicopedagógica, 159 escuelas de educación especial, ubicadas fundamentalmente en las cabeceras cantorales, 420 aulas de apoyo psicopedagógico.
Se encuentra en marcha el proceso de transformación de las escuelas de educación especial en centros de recursos para el apoyo a la inclusión educativa y para la atención funcional de los estudiantes con múltiples discapacidades  así como servicio de estimulación temprana  y servicio de formación ocupacional
.
Se ha realizado talleres informativos y de prevención de discapacidades, dirigidos exclusivamente a estudiantes de colegios secundarios. El objetivo fundamental de esta actividad fue, informar los factores de riesgo discapacitantes, logrando ejecutar 80 eventos informativos sobre prevención de discapacidades en colegios de todas las provincias del país con asistencia de 5.000 estudiantes.
El Ministerio de Educación ha creado y actualmente cuenta con una estructura compuesta de: 21 Departamentos Provinciales; 15 CEDOP’s; 12 Equipos Multiprofesionales; Programa de apoyo en todas las provincias; Programa de Integración en todas las provincias; 159 Instituciones de Educación Especial; 318 Aulas Apoyo Psicopedagógico; 120 Aulas de Integración.

Se cuenta con un programa de escolarización destinado a: Educación Inicial 0 –5 años; Educación Básica; Nivel Pre – escolar; Nivel Primario 2-7 año de básica; Nivel de ciclo Básico: 8 –10 de básica; Post- Básico – Capacitación Ocupacional; Bachillerato; Formación profesional:

La atención y educación está dirigida de acuerdo al tipo como: Discapacidad Intelectual; Discapacidad Visual; Discapacidad Auditiva; Discapacidad Física; Discapacidad Sordo- Ceguera; Problemas de Aprendizaje; Superdotación.

También el Ministerio de Educación está desarrollando Programas de: Apoyo Psicopedagógico; Integración Educativa; Inclusión Educativa; Participación Estudiantil y Extensión a la Comunidad
. 

Dentro de los servicios sociales a que tienen derecho las PCD están becas de estudio y para rehabilitación, becas para estudios a nivel superior en la Universidad Tecnológica Equinoccial UTE, Universidad Salesiana-Campus sur. Quito. Beca de estudios universitarios que cubren todos los valores y estipendios desde el inicio hasta finalizar la carrera, están dirigidas a bachilleres con discapacidad egresados a partir del 2003
. 

El mayor problema que una PCD debe enfrentar es la discriminación, madres y padres  de familia han llegado al punto más alto de la desesperación por cuanto sus hijos no son recibidos en centros educativos normales, por cuanto las autoridades de los centros educativos no aceptan la inclusión de un estudiante con discapacidad, aduciendo que es muy difícil el aprendizaje y el desenvolvimiento educacional en la escuela y la integración con sus compañeros es casi un milagro, los estudiantes del centro, ven a su compañero discapacitado como un centro de atracción y de burla por las dificultades propias de su discapacidad. No tienen oportunidad para de demostrar sus capacidades.  

Testimonios varios existen de parte de los padres de familia y de los mismos niños y niñas con deficiencias físicas y mentales que han acudido a escuelas regulares:

“La frustración se notaba en acciones como acurrucarse sobre el cuaderno para evitar que sus compañeros observen lo que ella escribía mientras intentaba coger dictado de sílabas en un aula de la escuela”.
“La niña con Síndrome de Down, tenía 6 años, sus compañeros la rodeaban para quitarle la hoja y observar lo poco que avanzaba en comparación a los alumnos que no sufrían una discapacidad”.

“Su madre cuenta que su hija llegaba a casa frustrada. Ella se daba cuenta que no podía. Una vez me hizo llorar cuando me preguntó sobre porqué mi amiga  si puede hacerlo y yo no”.

“Los maestros se justifican en el avance de los estudiantes, aseverando que el retrazo de los alumnos es por el hecho de que, no es posible hacer mucho por cuanto hay que tomar en cuenta que es especial”.

4.2. Derecho a la comunicación interpersonal.-
En el caso de personas con discapacidad, debido a sus limitaciones propias, y  con el afán de prestar la atención que una persona discapacitada necesita, los organismos públicos y privados, a medida de sus posibilidades económicas, están creando fuentes de comunicación acorde a las necesidades, y con la ayuda de la tecnología poner al servicio de este grupo de personas sistemas de comunicación de fácil acceso y utilización que permita su facilidad de uso, y puedan desenvolverse sin complicaciones, en la utilización de teléfonos, servicio de Internet, y otros. 
4.3. Acceso a los medios de comunicación.- 
La información y comunicación son un fin que debe estar al alcance de todo ser humano, y por tanto acceder a los medios de comunicación masiva: prensa escrita, televisión, radio, Internet y otros. El no tener acceso a estos medios hace que un alto porcentaje de personas con discapacidad desconozcan aspectos importantes sobre estilos de vida, servicios comunitarios, derechos y obligaciones. En este caso específico y debido a sus limitaciones funcionales, se requiere la utilización de tecnología apropiada, esta situación afecta a que estos planes se hagan efectivos debido a la difícil situación del país, y por aspectos económicos es muy difícil de atender, además que hay que tomar en cuenta el desarrollo tecnológico de conocimiento y de disponibilidad en el mercado, por lo que es muy importante establecer estrategias que permitan en acceso a la comunicación a este importante grupo de ciudadanos. 

4.4. Ocio y cultura.- 
Los Ministerios de Inclusión Económica y Social, de Salud, de Educación, Del Deporte y de Trabajo, en coordinación con el CONADIS, han creado centros de atención especial para estos grupos de personas, los mismos que dan la oportunidad de poner al descubierto la capacidad creativa de las personas con discapacidad, en centros y espacios de participación cultural y artística como: escultura, pintura, música, teatro, danza, literatura, deportes (Olimpiadas Especiales) entre otros.
El fomento al deporte en las PCD ha sido notable, esto se puede ver por las excelentes actuaciones que ha tenido el equipo ecuatoriano en los certámenes deportivos a nivel sudamericano y en las olimpiadas especiales. El auspicio de varias organizaciones privadas, el CONADIS y el Ministerio del Deporte han sido fundamentales para llevar a cabo este proyecto, con inmensas satisfacciones  sobre todo a nivel personal de los deportistas discapacitados. 

5. TRABAJO 
5.1. Acceso al empleo.- 
Con el propósito de poner en práctica el Art. 47.5, que indica las condiciones de igualdad de oportunidades, que fomente sus capacidades y potencialidades, a través de políticas que permitan su incorporación en entidades públicas y privadas, el Ministerio de Trabajo y Empleo ha realizado acciones que permitan la inserción y reinserción laboral de las personas con discapacidad, la población beneficiaria son las personas con discapacidad en edad laboral. En este aspecto es importante mencionar que 1.778 personas con discapacidad a nivel nacional han sido insertadas al empleo regular. Y para el 2009 se prevé insertar y reinsertar a 3000 personas con discapacidad
.
5.2.- Condiciones de trabajo.- 
Las condiciones de trabajo para las personas con algún tipo de discapacidad, se ven reflejadas en la Ley Reformatoria al Código de Trabajo, Ley expedida por el Congreso Nacional y publicada en el R.O. No. 198 el lunes 30 de enero de 2006
, misma que exige cambios positivos en beneficio de las personas con discapacidad; y, obliga a los empleadores a:

 “Instalar las fábricas, talleres, oficinas y demás lugares de trabajo, sujetándose a las medidas de prevención, seguridad e higiene del trabajo, y demás disposiciones legales y reglamentarias, tomando en consideración, además, las normas que precautelan el adecuado desplazamiento de las personas con discapacidad”.
“El empleador público o privado que cuente con un mínimo de veinte y cinco trabajadores, está obligado a contratar, al menos, a una persona con discapacidad, en labores permanentes que se consideren apropiadas en relación con sus conocimientos, condición física y aptitudes individuales, observándose los principios de equidad de género y diversidad de  discapacidad, en el primer año de vigencia de esta Ley, contado desde la fecha de su publicación en el Registro Oficial. En el segundo año, la contratación será del 1% del total de los trabajadores, en el tercer año el 2%, en el cuarto año el 3% hasta llegar al quinto año en donde la contratación será del 4% del total de los trabajadores, siendo ese el porcentaje fijo que se aplicará en los sucesivos años”.

El contrato laboral deberá ser escrito e inscrito en la Inspección del Trabajo correspondiente, que mantendrá un registro específico para el caso. La persona con discapacidad impedida para suscribir un contrato de trabajo, lo realizará por medio de su representante legal o tutor. Tal condición se demostrará con el carné expedido por el Consejo Nacional de Discapacidades (CONADIS).

“Las empresas e instituciones, públicas o privadas, para facilitar la inclusión de las personas con discapacidad al empleo, harán las adaptaciones a los puestos de trabajo de conformidad con las disposiciones de la Ley de Discapacidades, normas INEN sobre accesibilidad al medio físico y los convenios, acuerdos, declaraciones internacionales legalmente suscritos por el país”.

“El Estado garantizará la inclusión al trabajo de las personas con discapacidad, en todas las modalidades como empleo ordinario, empleo protegido o autoempleo tanto en el sector público como privado y dentro de este último en empresas nacionales y extranjeras, como también en otras modalidades de producción a nivel urbano y rural”.

“Las instituciones públicas y privadas, en un plazo no mayor a seis meses, deberán realizar las adecuaciones respectivas que garanticen a las personas con discapacidad, un ambiente de trabajo de productividad y permanencia”
.

6. SALUD 
6.1. Prevención de la discapacidad.- 
En el sector Salud: las competencias son muy amplias especialmente relacionadas con la prevención, detección oportuna, intervención temprana y rehabilitación funcional; también le corresponde la evaluación y calificación de la discapacidad.  Dichas acciones están fundamentalmente bajo la responsabilidad del Ministerio de Salud y todas sus unidades operativas en todo el país, de las cuales apenas 23 unidades tienen servicios de rehabilitación ubicados en sólo 13 provincias; además de las del IESS, que cuenta con 25 servicios de rehabilitación; del ISSFA, que tiene dos servicios de rehabilitación; de la Junta de Beneficencia, que tiene dos servicios de rehabilitación; el ISSPOL de la Policía Nacional que cuenta con dos servicios de rehabilitación.  El INNFA con cuatro servicios y la Junta de Beneficencia, junto al Ministerio de Salud, atienden a la población en general, mientras las otras entidades mencionadas solamente a sus respectivos afiliados.
En el año 2008 en el Ministerio de Salud,  se ha creado una unidad  que se encarga de  de la discapacidad; en ella,  se han  generado proyectos, como por ejemplo el de dotación de sillas de ruedas, o la creación de un servicio específico para el manejo de escaras, entre otros
.
6.2. Asistencia sanitaria.- 
“La atención especializada en las entidades públicas y privadas que presten servicios de salud para sus necesidades específicas, que incluirá la provisión de medicamentos de forma gratuita, en particular para aquellas personas que requieran tratamiento de por vida”
. 
La universalidad de la asistencia sanitaria, está garantizada en la Constitución y la Ley, La atención la deben brindar en forma obligatoria todos  los Centros de Salud públicos del país. Aún en los centros de asistencia de salud privados como hospitales o clínicas particulares, el IESS, ISSFA, ISSPOL, la atención a personas particulares con discapacidad es muy restringida debido a que sólo se atiende a sus afiliados y asegurados.
La Constitución establece que, las personas y las familias que cuiden a personas con discapacidad que requieran atención permanente serán cubiertas por la Seguridad Social y recibirán capacitación periódica para mejorar la calidad de la atención; sin embargo, el cumplimiento de este mandato constitucional está en proceso de efectivización, mismo que llevará algún tiempo ponerlo en práctica, pues se debe establecer normas legales y un reglamento para su cumplimiento.
7. PARTICIPACIÓN 
7.1. Sufragio.- La participación de personas con discapacidad es mas incluyente, a tal punto que, se ha tomado en cuenta a dicho importante grupo de ciudadanos para que sean parte del proceso de elección y participen como candidatos a elección popular de las diferentes dignidades y, también puedan acceder al derecho al voto. De acuerdo a las posibilidades del Gobierno se ha dado cumplimiento a lo dispuesto en el Art. 29 de la CDPD. 
De acuerdo a la Constitución en su Art. 48.4; y para que se cumpla con este precepto, se ha establecido parámetros de cumplimiento obligatorio por parte de las Instituciones encargadas de las elecciones y también afines a este proceso; es decir, asegurar la participación de las PCD, en igualdad de condiciones con las demás personas. Las instalaciones de los Centros de Sufragio deben estar adecuadas para brindar la accesibilidad y facilidad para cumplir con su derecho a elegir y ser elegido.
7.2. Participación.- 
En este aspecto la principal finalidad se encuentra encaminada a fortalecer a las  Federaciones Nacionales de y para Personas con Discapacidad y de la Red de Organizaciones No Gubernamentales, para elevar su nivel de participación en la solución de problemas de las personas con discapacidad del país. El logro importante que se destaca es el financiamiento y ejecución de cinco proyectos por FENCE, FENEDIF, FENASEC, FEPAPDEM, y FENODIS, orientados a temas concernientes a fortalecimiento organizativo y el desarrollo Institucional que conlleve al mejoramiento de la calidad de los servicios para sus asociados
. 

Existen organizaciones jurídicas de PCD, muy bien establecidas, y éstas han ayudado a la formación de otras organizaciones de PCD. Cumplen varias actividades en beneficio de sus afiliados y a su vez cumplen funciones en procura de ayudar a solucionar las necesidades de estos grupos que van de acuerdo a la complejidad de su discapacidad.

También se han creado organizaciones deportivas, mismas que realizan competencias dentro y fuera del país; y, sus mejores deportistas  han participado exitosamente en campeonatos internos y olimpiadas externas representando al país, con resultados realmente increíbles.

Con este fin el CONADIS, brinda información al respecto por medio de charlas y cursos en materia de discapacidad en las diferentes provincias del país, a los diversos grupos de discapacitados, en los centros e instituciones autorizados para estos casos especiales. Estas charlas tienen como finalidad principal la educación y  la inducción de autoestima, que son los instrumentos que les permitirán defenderse y crecer por si mismos.
8. OTROS DERECHOS  
La Constitución actual da un lugar preferente a los derechos de las PCD, en estos artículos están definidas las obligaciones del Estado, las instituciones públicas y privadas y de las personas, a prestar la atención adecuada y prioritaria a este grupo de personas que cometieron el error de tener en su vida, una discapacidad.

La LSD, establece las obligaciones a que todas las instituciones públicas y privadas deben cumplir en beneficio de las PCD, entre ellos precautelar por la integridad física y moral de estas personas, brindando la ayuda profesional adecuada que beneficie a la estabilidad personal de la PCD. 

La PCD en uso de sus facultades físicas y mentales tiene toda la libertad para actuar en la forma que más convenga a sus intereses, siempre y cuando sus facultades garanticen que lo haga sin perjuicio de terceros. Si fuera detenido por alguna circunstancia debe ser atendido de acuerdo a la Ley, y tomando en cuenta sus deficiencias de discapacidad. Toda persona al ser detenida tiene derecho a su defensa con el patrocinio de un abogado que se haga cargo del caso.

Toda persona tiene derecho a la privacidad, más aún si ésta se encuentra con algún tipo de discapacidad. El discapacitado de acuerdo a su deficiencia, debe ser atendido por alguna persona que respete su legítimo derecho a estar solo cuando él lo requiera.
Las PCD, tiene derecho a ser asistidas, asesoradas legalmente y patrocinadas por un abogado que defienda su causa en los trámites judiciales que requieran de su presencia. Para esto el CONADIS  tiene en sus dependencias un departamento legal que se encarga de conocer analizar y resolver las denuncias presentadas por las PCD que se encuentran registradas en dicha Institución.
De ser necesaria la guarda y tutela de una persona que vele por los intereses del discapacitado, quien asuma este rol deberá ser considerada idónea para cumplir con esta obligación, para lo cual deberá presentar datos probatorios y la capacidad jurídica para representar al discapacitado. En éste caso deberá entregar documentos legales y profesionales que den fe de su idoneidad. De la misma forma estos deberán proteger los derechos al patrimonio que tuviere el discapacitado, sean estos adquiridos por su propio esfuerzo o por medio de una herencia.

Las condiciones físicas y mentales del discapacitado podrían ser un obstáculo que impida formar su propia familia, sin embargo de acuerdo a la CDPD, toda persona discapacitada tiene derecho a formar su familia y su discapacidad no debe ser un impedimento para la formación de un nuevo hogar y ellos pueden realizar una vida sin complicaciones. Estas personas en uso de sus derechos podrían formar su propia familia, esto implicaría que terceros no estarían involucrados en ningún sentido.
 9.  TUTELA ANTIDISCRIMINATORIA Y SITUACIONES VULNERABLES 
9.1. Tutela antidiscriminatoria.- 
El tema de la discriminación es el más difícil de entender en el país. Sin embargo en el tema de la Discapacidad hay que reconocer 2 escenarios el urbano y el rural, en el primer caso las problemáticas mas sentidas son  la discriminación y la accesibilidad a la información y al medio físico; mientras que en el segundo caso se suman aspectos de cosmovisión cultural, que hacen la situación más compleja específicamente en tres derechos humanos básicos que son vivienda, alimentación y el vestido, al margen de necesidades subjetivas como el afecto y el respeto a su condición humana inherente. 
Esta propuesta se presento a la  Asamblea Nacional Constituyente para que sea tomada en cuenta  en la nueva constitución. La misma que fue acogida y permitió exigir con mayor fuerza el cumplimiento de las disposiciones legales y reglamentarias, ya que lo único que garantiza un cambio sustancial es el contar con el marco jurídico apropiado, con una actitud ciudadana solidaria y dispuesta a exigir el cumplimientote los derechos y las responsabilidades ciudadanas en general y específicamente en el tema de discapacidad. Porque solo así se logrará que el colectivo de la discapacidad se principal actor de los diferentes procesos de desarrollo del país.  
9.2. Mujeres discapacitadas.-
Es muy grave el problema que se presenta en la vida social y laboral de la Mujer Discapacitada, (MD) pues no es considerada como un elemento productivo, al contrario es discriminada y dejada de lado sin dar oportunidades de poder demostrar sus habilidades y capacidades para desempeñar un puesto en el ámbito laboral. Contrasta con el hombre que de todas maneras tiene mejores posibilidades de ser incluido en el sector laboral, debido a su fuerza y mejor disposición al ambiente en el que se encuentre su trabajo. 
Con el fin de devolver a la MD, el espacio al que tiene derecho en lo laboral y tenga la libertad de hacer una vida social sin barreras, varias ONGs, entre ellas: FENEDIF, con el apoyo de  PEIDY, INNFA, RED, CONADIS, realizaron  cuatro talleres de “Formación de mujeres con discapacidad física como líderes multiplicadoras”, que tenían como fin, a) Conocerse  más para ponerse de acuerdo sobre el futuro deseado y compartido; b) Definir estrategias para lograr el futuro deseado; c) Estrategias y Metas para lograr el futuro deseado; d) Plan para actuar y roles de las mujeres para lograr los resultados esperados. La dinámica del  taller consistió en charlas de motivación y autoestima para personas con discapacidad y sus familias; se difundieron también testimonios de superación de mujeres con discapacidad. A estas charlas se invito a las autoridades de la localidad lo que permitió dar a conocer los beneficios de la Ley de Discapacidad y los derechos que este colectivo tiene, para que cumplan y se respeten. 

Se ha realizado la Campaña de fortalecimiento de los Comités de Mujeres con Discapacidad Física dentro de las asociaciones de FENEDIF. La campaña se lo hizo en 20 provincias en donde se encuentran las 34 asociaciones de la FENEDIF. 
Con el apoyo y auspicio de MIUSA y USAID, Microsoft, UNILEVER; Colgate, Freno Seguro Toni,  Gavisol, Maxigraf, Ministerio de Trabajo, se han realizado programas en beneficio de la MD, entre los más impotantes estan: PROYECTO: Jornadas Mujer Discapacidad-LA PRIMERA JORNADA SOBRE LA PROBLEMÁTICA BIO-PSICO-SOCIAL DE LA MUJER CON DISCAPACIDAD FÍSICA;  PROYECTO: Creación de Tele-centros en el medio rural; PROYECTO: Feria de Empleo “Cree en Mi”, la Feria se convirtió en un espacio de  visualización de colectivo de la DISCAPACIDAD,  como un grupo humano que aporta al desarrollo del país. PROYECTO: Festival de Danza Folklórica;  Talleres de Diagnóstico y Concertación.

Con el propósito de crear escenarios aptos para que la sociedad asuma su corresponsabilidad en la vigilancia del manejo correcto y transparente de los intereses públicos y de los derechos colectivos, las cinco Federaciones Nacionales de y para la Discapacidad del Ecuador, conjuntamente con el Ministerio Inclusión Económica y Social (MIES), La Red Iberoamericana  de Entidades de Personas con Discapacidad Física, el Consejo Nacional de Discapacidades CONADIS y la Comisión de la Mujer del Congreso Nacional, recorrieron 23 provincias del país realizando Talleres de Diagnóstico y Concertación, para obtener insumos que aporten a una definición concertada de un Derecho Constitucional sobre discapacidades. 

9.3. Niños y niñas con discapacidad.-
La falta de apoyo de los gobiernos se refleja por el retraso en el pago de los fondos, usados para contratar más profesores y otros gastos. El presupuesto que se envía a los centros de educación especial, son insuficientes para dar la atención que se ofrece en estos centros, pues los gastos son mayores a los ingresos que estos centros reciben por parte del gobierno.
Con el propósito de dar la ayuda que los niños y niñas con discapacidad necesitan, y al estar esta ayuda destinada a las personas de escasos recursos económicos, el CONADIS como ente rector y coordinador de las políticas del Gobierno en beneficio de las personas con discapacidad, los Ministerios de Salud, Educación, han creado unidades especiales que se encargan de la discapacidad; en ellas,  se han  generado proyectos, como por ejemplo el de dotación de ayudas técnicas, la creación de un servicio para el manejo de escaras, la creación de la División Nacional de Educación Especial, que es la Unidad responsable de la educación de niños y jóvenes con discapacidad. Esta Unidad cuenta con 21 departamentos provinciales, 15 centros de diagnóstico y orientación psicopedagógica, 159 escuelas de educación especial, ubicadas fundamentalmente en las cabeceras cantorales, 420 aulas de apoyo psicopedagógico
.
9.4. Discapacidad en centros penitenciarios.-
 La Dirección Nacional de Rehabilitación Social, no ha logrado determinar el número exacto de personas con discapacidad privadas de libertad, no cuenta con profesionales expertos y equipos médicos de especialización para la valoración de la discapacidad y se pueda establecer la población afectada por estas causas, por lo que el registro actual contempla a personas, cuya discapacidad es visible o conocida por los miembros  de la Entidad. 
La Dirección no cuenta con un plan o programa específico para este grupo de personas, que según las estadísticas realizadas en el año 2008, la población discapacitada privada de libertad es de 112 a nivel nacional, más se puede indicar que se brinda atención de las necesidades prioritarias. Este grupo se encuentra unido al grupo común de personas sin considerar sus discapacidades, es necesario reubicarlas en un pabellón o centro exclusivo que al momento no existe, y en éste se pueda dar la atención que requieran de acuerdo a su discapacidad y que sean personas productivas y su posterior  reinserción social. Las instalaciones físicas de un centro para personas discapacitadas deberá estar dotada de la infraestructura necesaria, que facilite la movilización y adaptación al medio, basado a las condiciones estas personas.
En el campo de salud, se brinda la atención de acuerdo a las circunstancias y la necesidad acorde a la discapacidad, por cuanto no se cuenta con los profesionales y personal capacitado para la atención a este grupo de detenidos. En algunos Centros de Rehabilitación Social, el Médico orienta y capacita a través de charlas para que puedan superar y sobrellevar sus problemas. Al momento se está formulando un Proyecto dirigido al tratamiento de la salud mental, en el que también estarían incluidas personas de la tercera edad y discapacitados que requieran de ese tratamiento. 

Al no contar con plan o programa específico alguno en el campo laboral, las personas privadas con discapacidad se dedican a actividades manuales sin existir por parte de un profesional con conocimientos una labor de auto motivación, y dependiendo de la discapacidad hay internos que hacen labores de carpintería y tejido, talleres que son calificados como áreas productivas.

Es necesario emprender programas de rehabilitación de acuerdo a las discapacidades que se encuentren en los Centros, para lo cual la entidad no tiene el mínimo indispensable de profesionales que podrían colaborar en forma directa en este proceso, esto es: Psicólogos, Psicorehabilitadores, Fisioterapistas, Psiquiatras, educadores especiales e instructores laborales capacitados para las diferentes necesidades. 

Por la condición de discapacidad, en algunos Centros se han  realizado las gestiones pertinentes con el fin de obtener la calificación de los internos por parte del CONADIS, existen algunas personas carnetizadas.

Con el fin de determinar con exactitud cuantas personas con discapacidad se encuentran en los centros, esta Dirección en coordinación con el CONADIS realizará las siguientes acciones:

En Quito se reunirán los profesionales psicólogos, trabajadores sociales y médicos de los establecimientos penitenciarios para instruirlos en la aplicación de una encuesta que permita ubicar a las personas con diferente tipo de discapacidades. Dichas personas, posteriormente serán evaluadas y calificadas por parte del CONADIS, previa a la entrega del carnet respectivo,  y a su vez accedan a los beneficios establecidos por la Ley. Una vez de tener conocimiento de la población real, y la determinación de sus necesidades específicas como: calificación, carnetización, dotación de ayudas técnicas e insumos médicos, situación legal y otros, y la Coordinación directa entre la Dirección y el CONADIS se diseñará un Plan de Intervención en discapacidad para los Centros de Rehabilitación Social
.

10. GARANTÍAS 
10.1. Garantías subjetivas.-  

Todas las garantías para las personas en general y para las PCD en particular están contenidas en la Constitución 2008, en el Art.11.3.- expresa que los derechos serán justiciables, y los Art. 47,48 49 dan toda la tutela y garantía a las PCD. De acuerdo a la CDPD EN SU Art.13, el país por medio de su Constitución asegura y garantiza el acceso a la justicia como un derecho de las PCD. 

En este contexto, el Defensor del Pueblo, tutela y observa que los derechos de las PCD, sean de cumplimiento obligatorio por todos los involucrados en la protección de sus derechos y respetados por todos los ciudadanos/as que somos parte el país. El Defensor del Pueblo al ser el principal defensor de los derechos humanos de las personas sin distinción alguna; y más aún, tratándose de un grupo vulnerable muy considerable en el país, tiene un papel preponderante en la tutela de las PCD, mediante observaciones, seguimientos, vigilancias, pronunciamientos, emitiendo medidas de cumplimiento, resoluciones o exhortos, tiene el deber de  hacer cumplir con lo que dice la Constitución, la Ley y su Reglamento sobre discapacidades.
El Ministerio Fiscal, está obligado a dar el trámite pertinente de oficio o a petición de parte, de todas las denuncias que sean de su conocimiento, y que sean sujetos de tutela de los derechos de los discapacitados. Especial trámite se les deberá prestar a los casos referentes a los discapacitados como víctimas de un delito, que a más de su visible imposibilidad de defensa, sea objeto de perversas ofensas físicas y psicológicas.

10.2. Garantías objetivas.-
La Vicepresidencia de la República, el CONADIS,  organizaciones privadas, las Organizaciones de Discapacitados, ONGs, los Gobiernos Seccionales, están realizando un trabajo muy adecuado en procura de dar a conocer a todas personas de todo nivel y edad, de los derechos de las PCD. Para esto se han dictado cursos, seminarios, charlas técnicas y sobre todo de conocimiento general de la ayuda que se debe prestar a las PCD, mismas que por su condición de impedimento, necesita una atención especial, de respeto y dignidad a que tienen derecho.
Para esto han realizado convenios de apoyo institucional, con diversas organizaciones públicas y privadas y los medios de comunicación, con el fin de promocionar los programas y eventos que se realizaran a favor de este grupo de compatriotas, y que coadyuven a dar a conocer las capacidades innatas que ellos tienen, aportar a la inclusión al medio físico y social; en si fomentar el respeto, de los derechos de las PCD.

11. ESPECIAL CONSIDERACIÓN DE LA DISCAPACIDAD MENTAL.-
En el país un alto número de personas acusan discapacidad mental y psicológica, según estadística son 432.000 las que sufren este tipo de deficiencia. Para evitar el maltrato, la discriminación y la segregación, los padres en su afán de precautelar por la seguridad y la burla a que son objeto sus hijos, los esconden y niegan el contacto con el círculo social, sin reparar en el daño total al que someten a sus vástagos. Mucho tiene que ver el status social de los padres con hijos con discapacidad mental, pues mientras más alto, más prejuicios sociales tienen.
Los padres de familia que han dejado de lado el experto social han dado la cara al problema y se enfrentan a la sociedad, sin más miramientos que el amor y dedicación a sus hijos, muchos a tiempo completo. Padres de familia de niños y adolescentes con discapacidad mental o física que estudian en institutos especiales se encuentran a la espera de la ayuda ofrecida por el Gobierno, consistente en un bono especial para solventar los gastos educativos así como terapias de rehabilitación. A decir de la Coordinadora provincial del CONADIS, esta ayuda será canalizada cuando se tengan los datos del registro social que será realizado por el Instituto Ecuatoriano de Estadísticas y Censos, (INEC) según dispone el decreto de emergencia del sector de los discapacitados.


La coordinadora provincial del CONADIS añadió que mientras se cumple con el registro, se continúa con las jornadas de carnetización de discapacitados y la inscripción para la entrega de ayuda técnicas como sillas de rueda, andadores, bastones, prótesis de oído, piernas y brazos ortopédicos así como ortesis de manos y pies, pañales y fundas recolectoras de orina, cojines y colchones anti escaras. Añadió que las personas con discapacidad mental que requieran del uso continuo de medicina deberán acercarse hasta los hospitales públicos, donde el psiquiatra o médico especialista extenderá una orden para que esta persona reciba los medicamentos de manera gratuita pero con vigilancia profesional.  
La Legislación ecuatoriana desde la Constitución Leyes y Reglamentos enfatizan la atención a que son objeto las PCD:

1998 Constitución Política de la República del Ecuador (CPRE) Art. 53.66;
1987 LEY DE EDUCACIÓN Y SU REGLAMENTO. La educación Especial destinada para niños excepcionales por razones de orden fisco, intelectual, psicológico o social así como los  excepcionales superiores.

2002 REGLAMENTO DE EDUCACIÓN ESPECIAL. Normativa de la Educación Especial.

2001. LEY DE DISCAPACIDADES. Determina la atención educativa de las personas con  discapacidad.

2003 Código de la niñez y adolescencia Derecho de los niños / as y jóvenes con discapacidad a la educación.

2008 Constitución de la República del Ecuador (CRE). Art. 47; 48; 49. La  nueva Constitución garantiza la educación de los discapacitados en el sistema regular. En el actual reglamento a la Ley sobre Discapacidades consta la inclusión de los niños discapacitados a la educación general. 
La Educación Especial debe convertirse progresivamente en un conjunto de recursos para la educación general con un doble objetivo: Facilitar la Integración de los alumnos y alumnas con algún tipo de discapacidad a las instituciones del subsistema regular, y frenar la desintegración de muchos estudiantes que por diferentes causas tienen problemas de aprendizaje o no progresan satisfactoriamente en la escuela. Existe un alto porcentaje de alumnos y alumnas con dificultades de aprendizaje en las escuelas de Educación Especial, que son fruto de un mal manejo en los subsistemas regulares. 

En las instalaciones del Patronato Municipal de Amparo Social de Latacunga, se cumplió un taller dirigido a padres de familia que tienen niños y jóvenes con discapacidad mental. Varias acciones se han constituido como prioritarias dentro del trabajo del Patronato, una de las metas es la capacitación a diferentes sectores  vulnerables del cantón. La Coordinadora del taller que además se en el salón auditórium de la institución, se desarrollará un taller organizado por padres de familia  con hijos con discapacidad mental, trabajo que está encabezada por una fundación a nivel nacional, la misma que viene realizando acciones similares en diferentes ciudades del país.

El objetivo del taller de capacitación, es apoyar y al mismo tiempo crear un guía dirigida a los padres para que sepan cómo tratar a sus hijos con discapacidad mental y poder salir adelante dentro de formación, (síndrome de down, retraso mental) y al mismo tiempo motivar a sus padres para que no traten de esconder a sus hijos que tienen dichos inconvenientes. El evento contó con la presencia de un delegado de la Vicepresidencia de la República y el CONADIS quienes de manera decidida vienen apoyando a las personas con discapacidad de todo el país.

12. FUENTES EN INTERNET.-
Las investigaciones realizadas para la realización de este informe han sido realizadas y canalizadas por las páginas WEB de las instituciones encargadas de la asistencia a las personas con discapacidad.
www.conadis.gov.ec
www.inec.gov.ec
www.educación.gov.ec
www.dnrs.gov.ec 
www.msp.gov.ec
www.mintrab.gov.ec
www.vicepresidencia.gov.ec
www.mmrree.gov.ec
www.defensordelpueblo.gov.ec
DE LA DEFENSORÍA DEL PUEBLO
En la Constitución 2008 aprobada y vigente en su Art. 214.- Expresa que: 

“La Defensoría del Pueblo será un órgano de derecho público con jurisdicción nacional, personalidad jurídica y autonomía administrativa y financiera. Su estructura será desconcentrada y tendrá delegados en cada provincia y en el exterior.” 
El Art. 215 dice: 
“La Defensoría del Pueblo tendrá como funciones la protección y tutela de los derechos de los habitantes del Ecuador y la defensa de los derechos de las ecuatorianas y ecuatorianos que estén fuera del país”.
La Ley Orgánica de la Defensoría del Pueblo en el Capítulo II Deberes y Atribuciones Art. 8.l.- indica: 

“Emitir censura pública en contra de los responsables materiales e intelectuales de actos o comportamientos contrarios a los derechos humanos”
.
Con el fin de dar solución a las necesidades de las personas con discapacidad, el Defensor del Pueblo transforma en septiembre del año 2000 la Coordinación Nacional para la Tercera edad, a la Dirección Nacional de Defensa de los Derechos de la Tercera Edad y Discapacitados (DINATED), ampliándose de esta manera la cobertura de atención para las personas no solamente de la Tercera Edad, sino también para aquellas que adolecen de algún tipo de discapacidad.
Un trabajo duro, arduo y continuo fue el que el Defensor del Pueblo tuvo que realizar para defender los derechos de las PCD; esto es, se respeten todos sus espacios y sus capacidades,  que por supuesto las tienen. Muy difícil cambiar la mentalidad y forma de pensar y de actuar de las autoridades, empresa pública y privada; y, de la ciudadanía en general, que no prestaban la atención debida a favor de las PCD, peor aún no le daban la importancia que este grupo de personas tiene. Esto debía cambiar y como todo cambio significa sacrificio, La Defensoría del Pueblo se propuso por muchos medios llegar a la conciencia de todo el país y dar el sitial que se merecen las PCD, esto es, se respeten sus derechos y se los mire como un ente social con derechos y obligaciones iguales a las demás.  Para alcanzar el propósito se ha acudido a conocimiento del problema existente, vigilancia y seguimiento de los planes y programas en beneficio de las PCD, buscando apoyo en la defensa y exigibilidad de sus derechos vulnerados, aplicando medidas administrativas, actas transaccionales, Resoluciones Defensoriales, recomendaciones y observación de incumplimiento de derechos, recordando la existencia de las normas vigentes a las diferentes instituciones comprometidas a dar cumplimiento de las mismas.
La Institución y el CONADIS se han propuesto  trabajar coordinadamente para que se apliquen los derechos y garantías que la Constitución y las leyes reconocen a las personas con discapacidad. El Defensor del Pueblo, en su oportunidad (2001), y los directivos del CONADIS, firmaron el respectivo Convenio de colaboración permanente, para ejecutar programas de adiestramiento a los discapacitados.
La Defensoría del Pueblo proporcionará capacitación sobre los derechos de las personas con discapacidades y difundirá las leyes que las amparan, el CONADIS lo hará en el tema de discapacidades, a nivel local y nacional.
Las dos Instituciones intercambiarán información que conduzca a elaborar políticas y acciones de defensa de los derechos que asisten a las personas con discapacidades; así como capacitación y educación a las organizaciones de discapacitados y a la comunidad

en general, para respetar los derechos y no discriminar por razones de discapacidad.
En el 2002, para precautelar los derechos de los Discapacitados se trabajó con el Ministerio de Bienestar Social, organizaciones de la sociedad civil y el (CONADIS) en procura de mejorar el cumplimiento de las leyes existentes que defienden los derechos de este grupo específico. Particular atención se dedicó al tema de salud mental donde se está conformando una red de acción, para lo cual se han visitado los hospitales con el fin de puntualizar las necesidades más apremiantes, así como sus soluciones. En el 2003 se continúa con la gestión de seguimiento del cumplimiento de las obligaciones adquiridas en el Convenio anteriormente firmado.
En el 2004 dando atención prioritaria al pedido de organizaciones de ciudadanos de tercera edad y discapacitados,  mismos que durante años atrás habían clamado por una solución al inhumano obstáculo que se colocó en las unidades de transportación pública los denominados torniquetes, que no permitían el ingreso a niños/as personas de la tercera edad; y peor aún, a personas discapacitadas. Estas fueron barreras que humillaban a los menores de edad que debían reptar para franquearlos, que lastiman y abofeteaban a los discapacitados, y por ende ofendían y pisoteaban el derecho a la dignidad humana.

Las autoridades y los organismos de tránsito, principalmente de la ciudad de Guayaquil, retardaban su solución, incluso nuestros funcionarios de las oficinas en la provincia del Guayas atendían con debilidad el problema, por lo cual el Defensor del Pueblo dispuso que la Adjuntía Segunda del Litoral y Galápagos interponga un Recurso de Amparo (hoy Acción de protección) que fue resuelta favorablemente por el Juez Civil que conoció la causa, con lo que se impuso el final del arbitrario e inhumano  sistema de torniquetes violatorios de los derechos ce todas las personas, con especial énfasis a los grupos vulnerables.
En el 2005 y 2006, continuando con la labor en defensa de las PCD, y en busca de que sean insertados al sistema laboral, el Defensor del Pueblo en defensa al derecho al trabajo, realiza una reunión entre discapacitados y Cámara de Industriales de Guayaquil, del cual se emitió un informe de procedibilidad desfavorable a la demanda de inconstitucionalidad planteada por el Presidente de la Cámara de Industriales de Guayaquil. Este directivo empresarial planteó que se declare inconstitucional la Reforma al Código Laboral que garantiza la inserción de un porcentaje de personas con discapacidad a las empresas ecuatorianas. Esto fue realmente discriminatorio de parte de la empresa privada concretamente de la Cámara de Industriales de Guayaquil.
El Defensor del Pueblo, ante cientos de discapacitados que se dieron cita en las instalaciones de sus oficinas, firmó el oficio que dirigió al Presidente de la Cámara de Industriales de Guayaquil, haciéndole conocer que la base fáctica que en la demanda presentó como violaciones constitucionales, no existe en la simple observancia de su forma; pues, la Ley Reformatoria del Código del Trabajo, cuya inconstitucionalidad se demanda, sí guarda conformidad con los preceptos constitucionales y procura la inserción laboral que es mandato imperativo para proteger y garantizar el derecho humano al trabajo y a la igualdad, como consta en el Art. 23, numeral 3 y Art. 53 de la Constitución Política de la República (1998).
Se coordinó acciones directas con los Comisionados Provinciales de la Defensoría del Pueblo, funcionarios del CONADIS y sus representantes en provincias, tendientes a ampliar y fortalecer la Red de Defensa de las Personas con Discapacidad, en cumplimiento al Convenio marco suscrito el mes de Julio del 2005, entre el Defensor del Pueblo y el CONADIS.
Se delegó e instruyó a los Comisionados Provinciales de la Defensoría del Pueblo, respecto a las acciones a tomar, con ocasión de la celebración del Día Internacional de la Discapacidad, para el 3 de diciembre, en coordinación con funcionarios de las Comisiones Provinciales del CONADIS, los Consultorios Jurídicos gratuitos y Organizaciones de personas con discapacidad en cada provincia. Los Comisionados reportaron el cumplimiento de las disposiciones dictadas por el Defensor, con ocasión de la celebración del Día Internacional de la Discapacidad, habiéndose llevado a efecto en cada jurisdicción, reuniones, charlas y conferencias alusivas a la fecha, contando con la presencia de funcionarios representantes de varios Organismos del Gobierno Central y Seccional, así como también de Organizaciones de personas con discapacidad de cada jurisdicción. 

El Defensor del Pueblo en procura de que los derechos de las PCD, se cumplan por parte de la empresa privada y las instituciones públicas, ha instruido a sus Comisionados Provinciales, para que realicen el seguimiento y vigilancia del cumplimiento de la Ley, y que se ejecute lo dispuesto en el Código del Trabajo y se inserte en sus empresas un porcentaje de discapacitados. Muy duro es el camino a recorrer, pues aún existe resistencia en ciertos sectores de la producción que ven a los discapacitados como un inconveniente laboral, del cual no se obtiene ganancias, que es el fin en la empresa privada, y lo ven como una pérdida de producción. 
RECOMENDACIONES.-

Sobre la Política Pública del Estado:

El Estado debe asumir la construcción e implementación de políticas publicas de manera integral y a largo plazo, pues los intentos desplegados hasta la presente fecha han respondido solo a lógicas coyunturales, lo cual ha evidenciado improvisación e irregularidad de los procesos de enunciación y aplicación de la política pública.

Sobre los mecanismos de seguimiento y aplicación de la Ley:

El Estado en su conjunto debe desarrollar mecanismos que aseguren la aplicación de las diferentes normativas, leyes y reglamentos que existan o se creen para garantizar la vigencia de los derechos de las personas con discapacidad. 

Sobre la Defensoría del Pueblo:

El papel que debe afrontar la Defensoría del Pueblo en este ámbito es fundamental si se quiere mejorar las condiciones de las PCD, lo cual obliga a que la Institución Nacional de Derechos Humanos de Ecuador afronte los problemas existentes con alta capacidad ética, profesional e innovadora en busca siempre de coordinar acciones con los diferentes actores del Estado y de la sociedad. 

Afortunadamente, el nuevo modelo de gestión defensorial que se ha estado desarrollando desde finales de 2008 hasta el tercer trimestre de 2009 intenta que los elementos mencionados se conviertan en operativos para la protección y promoción de los derechos humanos en el país.
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